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ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
 
El Estado costarricense cree en fortalecer el libre comercio, bajo la convicción de 
que la competencia y el comercio beneficiarían a los habitantes de la República. 
Para nadie es un secreto que la competencia que promueve el libre comercio tiene 
muchísimas ventajas para la población.  El mercado del transporte, no se abstrae 
a esta realidad. 
 
En el mercado de transporte, el desarrollo de tecnologías nuevas que permiten 
agilizar las dinámicas de movilidad, ha permitido la proliferación de nuevos 
servicios de transporte que satisfacen las necesidades de la población en 
ciudades donde la movilidad es cada vez más compleja.  La llegada de 
plataformas tecnológicas ha generado un impacto positivo en el proceso de libre 
competencia económica y libre concurrencia. 
 
En ese sentido, es preciso recordar que el artículo 46 de la Constitución Política 
garantiza derechos fundamentales que la Asamblea Legislativa está llamada a 
proteger y garantizar, como lo es la libertad de comercio y la libre elección de 
consumidores.  La libertad de elección de los consumidores se protege no solo 
permitiéndole a estos elegir libremente entre las opciones disponibles en el 
mercado, sino también absteniéndose de excluir alternativas y opciones de 
consumo salvo que medie una justificación válida.  Este principio (conocido en la 
teoría económica como “soberanía del consumidor”) es precisamente el que 
protege el artículo 46 de la Constitución Política. 
 
Por otra parte, debe recordarse que Costa Rica suscribió en el año 2009 un 
Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos de América, República 
Dominicana y Centroamérica que le impone una serie de compromisos no solo en 
materia de intercambio de bienes, sino también de servicios, y para lo que 
respecta al presente proyecto de ley, en materia de servicios de transporte 
privado. 
 
Los Tratados Internacionales constituyen una de las principales fuentes de 
derecho. Son instrumentos jurídicos internacionales pactados entre los Estados 
con el ánimo de incentivar la cooperación multilateral.  Para los efectos de la 
presente exposición de motivos, importa destacar que los Tratados, una vez 
ratificados por los Estados parte, son incorporados al ordenamiento jurídico interno 
de dicho Estado. 
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El artículo 7 de nuestra Constitución Política reconoce expresamente este efecto 
de incorporación al ordenamiento doméstico producto de la ratificación y 
aprobación de un Tratado o Convenio Internacional, y le otorga una autoridad 
incluso superior a la de las leyes: 
 

Artículo 7.-  Los tratados públicos, los convenios internacionales y los 
concordatos, debidamente aprobados por la Asamblea Legislativa, tendrán 
desde su promulgación o desde el día que ellos designen, autoridad 
superior a las leyes.” 

 
El Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos de América, República 
Dominicana y Centroamérica (en adelante “TLC”) es un instrumento internacional 
de carácter comercial, aprobado y ratificado por Costa Rica, cuyo principal objeto 
es la remoción de los obstáculos arancelarios, jurídicos, económicos y políticos a 
la libre transferencia comercial de bienes y servicios entre los Estados parte. El 
Tratado fue aprobado mediante Ley No. 8622 del 21 de noviembre del 2007 y 
entró en plena vigencia el 1 de enero del año 2009. 
 
El artículo 1.2 del TLC, comprendido dentro del Capítulo Uno “Disposiciones 
Iniciales”, dispone cuáles son los principales objetivos de dicho instrumento. En lo 
que interesa a este Proyecto de Ley, destacan los siguientes: 
 

Artículo 1.2:  Objetivos 
 
1. Los objetivos de este Tratado, desarrollados de manera más 
específica a través de sus principios y reglas, incluidos los de trato 
nacional, trato de nación más favorecida, y  transparencia, son: 
 
(a) estimular la expansión y diversificación del comercio entre las 
Partes; 
(b) eliminar los obstáculos al comercio y facilitar la circulación 
transfronteriza de mercancías y servicios entre los territorios de las 
Partes; 
(c) promover condiciones de competencia leal en la zona de libre 
comercio; 
(d) aumentar sustancialmente las oportunidades de inversión en los 
territorios de las Partes; 
(…) 
 
2. Las Partes interpretarán y aplicarán las disposiciones de este 
Tratado a la luz de los objetivos establecidos en el párrafo 1 y de 
conformidad con las normas aplicables del Derecho Internacional.” (negrita 
y subrayado son propios).  

 

Como se denota, el Tratado tiene como fin servir de instrumento para la 
liberalización del comercio de bienes y servicios entre los Estados parte, 
garantizando la inversión extranjera y promoviendo condiciones de competencia 
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leal, con la consecuente obtención de beneficios ostensibles para los 
consumidores nacionales.  
 
Ahora bien, en virtud de su trascendencia para efectos del presente Proyecto de 
Ley, se ha de enfatizar en el Capítulo Once del Tratado, titulado “Comercio 
Transfronterizo de Servicios”, y específicamente el subtítulo “11.4. Acceso a los 
Mercados”, toda vez que es esa cláusula en particular la que garantiza que 

empresas extranjeras puedan prestar servicios, entre ellos servicios de transporte 
privado, en territorio nacional. 
 
A grandes rasgos, allí se establece la obligación de los Estados suscriptores de no 
imponer a los proveedores de servicios de otro Estado parte, restricciones 
de acceso –ya sean materiales o de orden normativo– a los distintos 
sectores económicos del mercado de servicios de otro Estado.  
Textualmente, el subtítulo 11.4. “Acceso a los Mercados” indica:  
 

Artículo 11.4:  Acceso a los Mercados 
 
Ninguna Parte adoptará o mantendrá, sobre la base de una subdivisión 
regional o de la totalidad de su territorio, medidas que: 
 
(a) impongan limitaciones sobre: 

 
(i) el número de proveedores de servicios, ya sea en forma de 
contingentes numéricos, monopolios o proveedores exclusivos de 
servicios o mediante la exigencia de una prueba de necesidades 
económicas,” 
 

Nótese que la norma citada prohíbe expresamente adoptar leyes, reglamentos, o 
procedimientos que restrinjan el número de proveedores de un servicio limitando 
su participación o acceso al mercado o creando, por ejemplo, contingentes 
numéricos o monopolios que concedan acceso, titularidad o control de la 
prestación de ese servicio, a un solo proveedor o pocos proveedores, recurriendo 
a medidas limitantes o discriminatorias. 
 
Si bien ciertamente el Tratado de Libre Comercio con EE.UU. excluye de la 
aplicación de dicha disposición (Artículo 11.4 Acceso a los Mercados), a las 
actividades o sectores de Servicios, contenidos en una lista de Medidas 
Disconformes, dentro de esas medidas no se encuentra incluido el transporte 
privado de personas ni mucho menos el Servicio de Transporte Privado 
Colaborativo regulado en este proyecto. 
 
Aclarado el panorama general de protección en materia de servicios económicos, 
se deriva que el objeto del presente proyecto, entonces, es adaptar el 
ordenamiento y la regulación costarricense, a las exigencias de los compromisos 
internacionales adquiridos por el Estado y fomentar la circulación transfronteriza 
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de servicios, como expresamente lo reconoce el Tratado entre sus objetivos, lo 
cual evitará al país demandas a nivel internacional. 
 
Al mismo tiempo, se reconoce como necesario adecuar las condiciones de los 
servicios que se ofrecen en modalidad de taxi para que puedan ser competitivos y 
que se beneficie a los usuarios con la posibilidad de elegir libremente su forma de 
movilizarse. 
 
Esta iniciativa surge a partir del aporte y propuesta de la Asociación de  
Consumidores de Costa Rica, pretende recopilar la necesidad expresada por los 
consumidores de nuestro país sobre tema. De esta forma, los diputados y las 
diputadas proponentes acogen esta idea y la someten a consideración de esta 
Asamblea Legislativa. 
 
En razón de los argumentos expuestos anteriormente, se hace de conocimiento de 
las Señoras Diputadas y los Señores Diputados el siguiente proyecto de ley. 
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA  
DECRETA: 

 
LEY REGULADORA DEL SERVICIO DE TRANSPORTE 

PRIVADO COLABORATIVO 
 
 
 

TÍTULO I 
DISPOSICIONES PRELIMINARES 

 

 
 
ARTÍCULO 1- Ámbito de aplicación.  La presente ley regula el servicio de 
Transporte Privado Colaborativo mediante Plataformas Tecnológicas y será de 
aplicación en todo el territorio nacional. 
 

ARTÍCULO 2- Objeto.  La presente ley tiene por objeto fomentar la libre 
prestación de servicios de Transporte Privado Colaborativo mediante plataformas 
tecnológicas. 
 
ARTÍCULO 3- Definiciones.  Para los efectos de esta ley se establecen las 
siguientes definiciones y conceptos esenciales: 
 

a) Empresa de Transporte Privado Colaborativo:  Empresa titular de una 
plataforma tecnológica que facilita la Prestación del servicio de Transporte 
Colectivo mediante la puesta en contacto entre consumidores que demandan un 
servicio de transporte privado colaborativo de punto a punto, con conductores 
privados colaborativos que ofrecen dicho servicio de forma libre. 
 
b) Plataforma Tecnológica:  Se refiere a aquellas herramientas informáticas y 
demás desarrollos tecnológicos que permitan a los consumidores realizar 
diferentes procesos (comunicarse por voz o por otros medios, realizar trámites, 
etc.) a través de una interface desarrollada para ser ejecutada en dispositivos 
móviles (tabletas, celulares o cualquiera que se desarrolle a futuro) y otras 
herramientas tecnológicas, para el control, programación y geolocalización, entre 
otras, a través de las cuales los particulares pueden contratar el servicio de 
Transporte Privado Colaborativo. 
 
c) Prestatario del Servicio de Transporte Privado Colaborativo:  Toda aquella 
persona física que ofrece brindar un Servicio de Transporte Privado Colaborativo 
de punto a punto mediante una Plataforma Tecnológica, disponiendo y 
conduciendo un vehículo particular para tal fin. 
 
d) Servicio de Transporte Privado Colaborativo:  se refiere a aquel servicio de 
transporte que se brinda de forma colaborativa a través de una Plataforma 
Tecnológica mediante cualquier vehículo automotor privado. 
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e) Consumidor de Transporte Privado Colaborativo:  Toda aquella persona 
física que demanda y contrata un Servicio de Transporte Privado Colaborativo de 
punto a punto mediante una Plataforma Tecnológica. 
 

ARTÍCULO 4- Naturaleza jurídica de las relaciones colaborativas.  Las 
relaciones entre transportista colaborativo y consumidor colaborativo se 
considerarán de naturaleza privada, por lo que serán reguladas por las 
disposiciones aplicables en el derecho civil o comercial. 
 
ARTÍCULO 5- Características del Servicio de Transporte Privado 
Colaborativo 
 

El Servicio de Transporte Privado Colaborativo se caracteriza por: 
 
a) Poner en contacto, a través de tecnologías inteligentes, sistemas de 
posicionamiento global y plataformas tecnológicas independientes, a 
consumidores que demandan un servicio de transporte privado colaborativo de 
punto a punto, con conductores privados colaborativos que ofrecen dicho servicio 
de forma libre, en vehículos particulares, sin estar sujetos a itinerarios, precios, 
rutas, frecuencias de paso ni a horarios fijos. 
 
b) Ser brindado por conductores particulares que se encuentren registrados y 
certificados ante una empresa de Transporte Privado Colaborativo, o cualquiera 
de sus empresas relacionadas, siempre y cuando dicha empresa se encuentre 
registrada en el Ministerio de Obras Públicas y Transportes. El registro del 
conductor ante la empresa de redes de transporte no constituye una relación 
laboral. 
 
c) El servicio se regirá por la libre competencia, por lo que no podrá limitarse 
la cantidad de vehículos o choferes registrados para la libre prestación del 
servicio, ya que lo determina naturalmente la demanda por dicho servicio. 

 
TÍTULO II 

REQUISITOS PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO 
 
ARTÍCULO 6- Requisitos de las Empresas de Transporte Privado 
Colaborativo 
 
Toda Empresa de Transporte Privado Colaborativo que pretenda instaurar, 
administrar u operar una Plataforma Tecnológica facilitadora del Servicio de 
Transporte Privado Colaborativo entre particulares, Transporte Privado 
Colaborativo en el territorio nacional, deberá cumplir los siguientes requisitos: 
 
a) Inscribirse en el Registro Nacional de Empresas de Transporte Privado 
Colaborativo que se crea mediante la presente ley cumpliendo los requisitos que 
se establecen en el artículo 13. 
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b) Pagar el costo de inscripción o de renovación del permiso de operación, el 
cual equivale a diez (10) salarios base, correspondiente al monto del salario base 
mensual “Oficinista 1″, que aparece en la relación de puestos de la Ley de 
Presupuesto Ordinario de la República. 
 
c) Vigilar y comprobar el cumplimiento de los requisitos para los Prestatarios 
del Servicio de Transporte Privado Colaborativo que se detallan en el artículo 7 de 
esta Ley. 
 
d) Contribuir al Fondo de Movilidad Sostenible, en los términos que se detallan 
en el artículo 11 de esta Ley. 
 
e) Aceptar la moneda de curso legal en el territorio de la República, ya sea en 
efectivo, por transferencias electrónicas u otros métodos de pago. 
 

ARTÍCULO 7- Requisitos para los Prestatarios del Servicio de Transporte 
Privado Colaborativo 
 
Las Empresas de Transporte Privado Colaborativo, deberán llevar un registro de 
las personas que prestan el Servicio de Transporte Privado Colaborativo a través 
de su Plataforma Tecnológica.  Será responsabilidad de la Empresa de Transporte 
Privado Colaborativo verificar el cumplimiento de los requisitos que se señalan a 
continuación y establecer los sistemas de control y remoción de las personas que 
no cumplan con estos requisitos.  Para ser Prestatario del Servicio de Transporte 
Privado Colaborativo, el interesado deberá cumplir con los siguientes requisitos: 
 
a) No contar con antecedentes penales y no haber sido amonestado por 
conducir bajo los efectos del alcohol o psicotrópicos, o por conducir a velocidad 
temeraria en los últimos cinco (5) años. 
 
b) Contar con licencia de conducir B1 vigente. 
 
c) Inscripción previa ante la Caja Costarricense del Seguro Social en el 
Régimen de Servicio Colaborativo. 
 
d) Inscripción previa como contribuyente ante el Ministerio de Hacienda. 
 
e) Contar con una póliza de seguros de responsabilidad civil contractual y 
extracontractual con una compañía de seguros autorizada para operar en Costa 
Rica. Los requisitos de cubierta de este inciso podrán ser satisfechos por 
cualquiera de las siguientes: 
 
(i) Póliza de seguro obtenida por el conductor; o 
(ii) Póliza de seguro obtenida por la Empresas de Transporte Privado 
Colaborativo; o 
(iii) Cualquier combinación de los sub-incisos (i) y (ii). 
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f) Aprobar los requisitos internos de inscripción que aplique la Empresa de 
Transporte Privado Colaborativo en aras de garantizar la seguridad de los 
consumidores, incluyendo un curso en línea sobre servicio al cliente, y la 
prevención del acoso sexual, el cual se regirá bajo las condiciones definidas por 
cada Empresa de Transporte Privado Colaborativo. 
 
g) Limitarse a realizar de forma exclusiva los viajes solicitados por pasajeros a 
través de plataformas de Empresas de Transporte Privado Colaborativo. 
 
ARTÍCULO 8- Registro de los vehículos 
 
Las Empresas de Transporte Privado Colaborativo, deberán llevar un registro de 
los vehículos que se utilizan para brindar el Servicio de Transporte Privado 
Colaborativo a través de su Plataforma Tecnológica.  Dichos vehículos deberán 
portar en todo momento los documentos siguientes: 
 
a) Marchamo o derecho de circulación vigente. 
b) Placas metálicas. 
c) Copia de la póliza de seguro con la cobertura a la que se refiere el artículo 4 
inciso b) de la presente ley. 
d) Documento de revisión técnica vehicular al día. 
e) Comprobante del pago parafiscal anual de cincuenta dólares 
estadounidenses (USD$50) que se serán recolectados por la Empresa de 
Transporte Privado Colaborativo e irán destinados al Fondo de Movilidad 
Sostenible. 
 

TÍTULO III 
ADMINISTRACIÓN DEL FONDO DE MOVILIDAD SOSTENIBLE 

 
ARTÍCULO 9- Creación del Fondo de Movilidad Sostenible 
 
Creación del Fondo de Movilidad Sostenible que será administrado por un 
fideicomiso de interés público, donde el fideicomisario será el Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes, a través del Consejo de Transporte Público. 
 
ARTÍCULO 10- Fines del Fondo de Movilidad Sostenible 
 

El Fondo de Movilidad tendrá como fines: 
 
a) Fortalecer el desarrollo del transporte masivo de pasajeros y la transición 
hacia la intermodalidad, la sectorización y el pago electrónico. 
b) Financiar la modernización de infraestructura orientada al transporte masivo 
y sostenible; incluyendo pero no limitado a: carriles exclusivos de autobuses, 
estaciones de transporte masivo intermodal y electrificación de los sistemas de 
transporte masivo. 
c) Gestionar planes de actualización tecnológica en los sistemas masivos de 
transporte. 
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ARTÍCULO 11- Ingresos del Fondo de Movilidad Sostenible 
 
Son ingresos del Fondo de Movilidad Sostenible: 
 
a) Una cuota parafiscal equivalente al uno y medio por ciento (1.5%) del monto 
de cada viaje realizado por las plataformas tecnológicas. 
b) La cuota de inscripción y renovación del permiso de operación las 
Empresas de Transporte Privado Colaborativo. 
c) La cuota de inscripción anual de los vehículos que prestarán servicios 
conforme a esta Ley. 
 
Las Empresas de Transporte Privado Colaborativo deberán declarar y liquidar 
trimestral el monto correspondiente a estas contribuciones con base en los 
lineamientos que defina el Ministerio de Obras Públicas y Transportes en conjunto 
con el Ministerio de Hacienda. 
 
ARTÍCULO 12- Autorización al Sistema Bancario Nacional 
 
Se autoriza al Ministerio de Obras Públicas y Transportes para que realice un 
convenio con alguno de los bancos del Sistema Bancario Nacional, a efectos de 
que esta entidad se convierta en fiduciario del Fondo de Movilidad Sostenible. 
 

TÍTULO IV 
CREACIÓN DEL REGISTRO DE EMPRESAS DE 

TRANSPORTE PRIVADO COLABORATIVO 
 

ARTÍCULO 13- Registro de Empresas de Transporte Privado Colaborativo 
 
Corresponde al Ministerio de Obras Públicas y Transportes, la organización, 
mantenimiento y actualización del Registro Nacional de la Empresas de 
Transporte Privado Colaborativo. 
 
La inscripción de las Empresas de Transporte Privado Colaborativo deberá 
solicitarse por escrito ante la dependencia designada para estos efectos y deberá 
contener la siguiente información: 
 
a) Razón o denominación social de la Empresas de Transporte Privado 
Colaborativo. 
b) Nombre e identificación del representante legal, así como medios para 
recibir notificaciones. 
c) Nombre de la Plataforma Tecnológica y explicación de su funcionalidad en 
el ecosistema digital. 
d) Comprobante del depósito equivalente a diez (10) salarios base, 
correspondiente al monto del salario base mensual “Oficinista 1″, que aparece en 
la relación de puestos de la Ley de Presupuesto Ordinario de la República previsto 
en el artículo 6 de esta Ley en favor del Fondo de Movilidad Sostenible. 
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Una vez entregados los requisitos el Ministerio de Obras Públicas y Transportes 
deberá responder a la solicitud en un plazo máximo de diez 30 días naturales, de 
lo contrario el permiso será otorgado de oficio. 
 
ARTÍCULO 14- Vigencia del permiso de Empresa de Transporte Privado 
Colaborativo  
 

El permiso a que se refiere el artículo anterior tendrá una vigencia de cinco (5) 
años y podrá ser cancelado por: 
 
a) Terminación de su vigencia, sin perjuicio de que el permiso sea prorrogado 
por plazos iguales al de su duración. 
b) Cancelación voluntaria solicitada por la Empresa de Redes de Transporte. 
c) Incumplimiento comprobado de las regulaciones previstas en esta ley.  Este 
procedimiento será tutelado por el Tribunal Administrativo de Transporte adscrito 
al Ministerio de Obras Públicas y Transportes. 

 

TÍTULO V 
DEL MANEJO DE BASES DE DATOS DE EMPRESAS DE TRANSPORTE 
PRIVADO COLABORATIVO Y PROTECCIÓN DE DATOS DEL USUARIO 

 
 

ARTÍCULO 15- Entrega de información de Prestatarios del Servicio de 
Transporte Privado Colaborativo activos  
 
Las Empresas de Transporte Privado Colaborativo deberán entregar al Ministerio 
de Obras Públicas y Transportes, a la Caja Costarricense del Seguro Social y al 
Ministerio de Hacienda, la información de los prestatarios del Servicio de 
Transporte Privado activos que prestan el servicio de transporte privado 
colaborativo, a través de la plataforma o aplicación tecnológica que dicha empresa 
opere, administre o promueva, así como los datos para la debida identificación de 
cada uno de los vehículos asociados a la plataforma o aplicación, a través de los 
cuales se presta el servicio. 
 
La información será puesta a disposición del Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes, a la Caja Costarricense del Seguro Social y al Ministerio de Hacienda 
cada seis (6) meses, dentro de los primeros 10 (diez) días hábiles siguientes al 
período que corresponda, a través de medios electrónicos encriptados o de 
compartir documentos en línea, que faciliten el envío y revisión de los datos 
entregados.  El Ministerio de Obras Públicas y Transportes deberá celebrar un 
convenio de confidencialidad con la Empresa de Transporte Privado colaborativo 
que le proporcione información con el fin de garantizar la protección de los datos 
del prestatario de servicio de transporte privado colaborativo, salvo cuando los 
mismos sean requeridos por una autoridad judicial. 
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ARTÍCULO 16- Protección y uso de datos del Consumidor de Transporte 
Privado Colaborativo 
 
Las Empresas de Transporte Privado Colaborativo deberán garantizar la 
protección de los datos del Consumidor de Transporte Privado Colaborativo.  Esto 
incluye la protección de identidad de las personas usuarias del servicio, a 
excepción de que sea solicitada por una autoridad judicial o con previo 
consentimiento expreso del Consumidor de Transporte Privado Colaborativo. 
Asimismo, se exige que el Consumidor del Transporte Privado Colaborativo debe 
dar consentimiento para la recopilación de sus datos personales a través de 
plataformas tecnológicas de transporte privado colaborativo, así como 
comunicárseles los propósitos y usos específicos que se le dará a esta 
información personal según lo dispuesto en la normativa aplicable en temas de 
privacidad y manejo de datos. 
 

TÍTULO VI 
REFORMAS SOBRE EL SERVICIO DE TRANSPORTE 

EN MODALIDAD DE TAXI 
 

ARTÍCULO 17- Reforma a la Ley N° 7969, Ley Reguladora del Servicio 
Público de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en la Modalidad 
Taxi, de 22 de diciembre de 1999, y sus Reformas.  Modifíquese el artículo 58 de 
la Ley N° 7969, Ley Reguladora del Servicio Público de Transporte Remunerado 
de Personas en Vehículos en la Modalidad Taxi, de 22 de diciembre de 1999, y 
sus Reformas, el cual se leerá de la siguiente manera: 
 
Artículo 58- Cambios de tarifas 
 
Los concesionarios del servicio de transporte público modalidad taxi podrán crear 
y utilizar plataformas tecnológicas para ofrecer sus servicios, para lo cual quedan 
facultados para diseñar y agruparse en plataformas creadas para comercializar y 
ofrecer los servicios de la modalidad taxi.  Podrá el Consejo de Transporte Público 
destinar recursos orientados a fomentar y capacitar a los concesionarios 
modalidad taxi en el uso de este tipo de tecnologías y plataformas. 
 
Para los taxistas concesionados, la Autoridad Reguladora de las Servicios 
Públicos (ARESEP) establecerá una tarifa máxima que contemple el primer 
kilómetro más el recorrido adicional, quedando autorizados los conductores, de 
esta modalidad, a utilizar plataformas tecnológicas para transar un precio menor 
con el usuario, mismo que deberá ser indicado, si hay acuerdo entre el conductor 
y el usuario, antes de iniciar el servicio.  Queda autorizada la ARESEP para 
implementar una aplicación tecnológica que sustituya el taxímetro tradicional por 
uno virtual que facilite la competencia en procura de mejorar la calidad del servicio 
que reciben los usuarios.  Igual autorización se otorga para las tarifas reguladas 
para los servicios que brindan los taxis concesionados en las bases especiales. 
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
 
 

TRANSITORIO I- La Caja Costarricense del Seguro Social tendrá tres meses 
para disponer las medidas pertinentes para que los prestarios del servicio de 
Transporte Privado Colaborativo puedan contar con un régimen de acuerdo a la 
naturaleza ocasional y discrecional de las actividades con base a sus ingresos. 
 
 

TRANSITORIO II- El Poder Ejecutivo tendrá un periodo de tres meses para 
reglamentar la presente Ley. 
 
 

TRANSITORIO III- Las Empresas de Transporte Privado Colaborativo que operen 
en el país hasta la fecha, podrán seguir funcionando en las circunstancias en las 
que lo vienen haciendo, hasta tanto no se emitan las reglamentaciones 
correspondientes de esta Ley. 
 
 
TRANSITORIO IV- Se autoriza la exoneración del cien por ciento (100%) de la 
totalidad de los impuestos de todo tipo que se pagan por la importación y venta 
por una única vez a los concesionarios actuales de placas de taxi para la compra 
de vehículos para el transporte remunerado de personas modalidad taxi.  Dicha 
exoneración será aplicable para la sustitución de flota cuyo modelo de vehículo 
sea igual o superior a siete años. 
 
 
TRANSITORIO V- A partir del año siguiente a la entrada en vigencia de la 
presente ley y hasta por un plazo de 4 años se exime a los permisionarios y 
concesionarios del servicio público de transporte modalidad taxi del pago del 
canon establecido en la Ley N° 7969, Ley Reguladora del Servicio Público de 
Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en la Modalidad Taxi, de 22 de 
diciembre de 1999, y sus reformas.  El Ministerio de Obras Públicas y Transportes 
deberá transferir directamente al Consejo de Transporte Público vía Presupuesto 
de la República el monto equivalente al dejado de percibir por dicho Consejo 
considerando el presente transitorio para cada año. 
 
 
Rige a partir de la fecha de su publicación. 
 

 
 

Jonathan Prendas Rodríguez 
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Carmen Irene Chan Mora     Erwen Yanan Masís Castro 
 
 
Ignacio Alberto Alpízar Castro    Ivonne Acuña Cabrera 
 

 
 

Diputados y diputadas 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

11 de febrero de 2019 
 
 
 

NOTAS: Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión Permanente 
Ordinaria de Asuntos Económicos. 

 
El Departamento de Servicios Parlamentarios ajustó el texto de este 
proyecto a los requerimientos de estructura. 
 


